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El viernes último se inauguró en 
Beijing el “mayor espectáculo 
del mundo” y muchos aún 

comentan la espectacular ceremonia 
de apertura. En los próximos diez 
días, los Juegos Olímpicos dominarán 
los titulares de prensa y acapararán la 
atención de televidentes y usuarios de 
Internet de todo el planeta.

Las autoridades chinas tuvieron 
la habilidad de conseguir que 
Zhang Yimou,  el mayor cineasta 
del país, dirigiera el espectáculo, 
que se convirtió en un despliegue 
impresionante de la historia y el 
presente de China.

Si bien la ceremonia de apertura y 
los magníficos edificios deportivos, en 
especial el estadio “Nido de Pájaro”, 
recibieron la aclamación general, 
sobre todo de los miles de millones de 
personas que miraron el espectáculo 
por televisión, los Juegos Olímpicos 
que se realizan en China también 
atrajeron duras críticas, especialmente 
de la prensa occidental.

El diario The Times de Londres 
dijo que los Juegos Olímpicos eran 
el subterfugio sutil de una dictadura 
para superar su crisis de legitimidad 
y añadió que los 40.000 millones 
de dólares que cuesta el golpe 
propagandístico los pagan las masas 
que los políticos quieren controlar y 
que no tienen otra opción más que 
soltar el dinero. “Ningún gobierno 
democrático en el estadio de 
desarrollo económico que tiene China 
hoy hubiera tenido la voluntad o el 
descaro de realizar tal despliegue”, 
opinó el diario londinense.

El argumento consiste en que si 
el pueblo chino pudiera expresarse 
libremente, diría que está furioso 
por la forma en que se gasta su 
dinero en los Juegos Olimpícos. Sin 
embargo, el artículo de The Times se 
contradice al señalar que el gobierno 
los utiliza como propaganda, para 
ganar legitimidad política. En otras 
palabras, que el espectáculo le da 
popularidad entre la población.

La realidad, como afirman 
numerosos informes, es que los chinos 

se sienten muy complacidos con los 
Juegos Olímpicos, y están orgullosos 
de otra “presentación en sociedad” de 
su país en el escenario mundial.

Que las cuantiosas sumas de 
dinero y recursos humanos invertidos 
en los Juegos Olímpicos podrían 
haber tenido un destino mejor es, 
por supuesto, un tema de debate 
legítimo, como lo ha sido siempre 
en el caso de todos los grandes 
torneos deportivos –sean los Juegos 
Olímpicos o la Copa del Mundo de 
Fútbol, los juegos del Commonwealth 
o los Juegos asiáticos–, especialmente 
en un país en desarrollo, donde los 
recursos podrían destinarse a otros 
fines, como viviendas y escuelas para 
los sectores pobres.

Hoy China despierta sentimientos 
especialmente fuertes entre los 
gobiernos y la población del mundo 
occidental.

En general, esos sentimientos 
se visten con el ropaje de la 
preocupación por los derechos 
humanos del pobre pueblo chino, al 
que suele retratarse como víctima del 
desarrollo del país y de la supuesta 
gloria personal de los líderes políticos.

Pero es difícil negar la otra 
mirada. El desarrollo de los últimos 
sesenta años del país con mayor 
población del mundo ha erradicado 
más pobreza que cualquier otro. Y 
pensemos lo que pensemos de la 
desigualdad social y la degradación 
ambiental que acompaña su 
exuberante crecimiento económico 
de los últimos años, también 
ha contemplado los derechos 
económicos y sociales de muchos 
cientos de millones de ciudadanos 
comunes de China. Y en sí mismo, 

ese desarrollo –que ha transformado 
la imagen y la realidad de China 
de un país superpoblado con 
gente desnutrida a la de un país 
en pujante desarrollo– también ha 
contribuido a la realización de los 
derechos económicos y sociales de la 
humanidad, debido a las gigantescas 
dimensiones de su población.

Mucho más puede hacerse, por 
supuesto, para promover la libertad 
y los derechos civiles y políticos, 
atender los legítimos intereses de las 
minorías o resolver los problemas en 
el Tíbet.

La necesidad urgente de resolver 
ese tipo de problemas también existe 
en otros muchos países, incluso del 
mundo desarrollado.

La visión que se tiene de China en 
los países asiáticos está caracterizada 
más por el respeto y la cooperación 
mutua que por la envidia y la ira.

Los países africanos están 
viendo a China como una nueva y 
bienvenida fuente de financiamiento 
e inversión. Si bien podría haber 
alguna preocupación por la 
sobredependencia, la buena voluntad 
supera al temor, porque China 
es un mercado importante y en 
crecimiento para las exportaciones 
de productos básicos del continente, 
y sus préstamos no llegan con las 
onerosas condiciones que acompañan 
el financiamiento occidental y del 
Fondo Monetario Internacional.

Las críticas a China provienen 
principalmente de Occidente.

Uno no puede dejar de sentir 
que su motivo real es la envidia y 
el temor. Envidia de las tasas de 
crecimiento que superan el diez por 
ciento, de los enormes excedentes 

comerciales y las gigantescas reservas 
de divisas, parte de las cuales se han 
utilizado para comprar acciones de 
empresas occidentales. Temor porque 
el equilibrio del poder mundial 
se está inclinando hacia Asia y la 
hegemonía occidental, incluida su 
cultura y civilización, está resbalando 
de manera significativa.

En realidad, China se ha hecho 
vulnerable por tener una parte 
importante de sus reservas de divisas, 
cercanas a los dos billones de dólares, 
en bonos del Tesoro de Estados 
Unidos. Si el dólar se deprecia 
sustancialmente, podría perder 
cientos de miles de millones de 
dólares en términos de su capacidad 
de importar o comprar acciones de 
otros países.

La creciente dependencia de 
Estados Unidos respecto a China, su 
enorme déficit comercial y el traslado 
de las operaciones de sus empresas 
norteamericanas a territorio chino 
convierte al país asiático en una 
fuente de temor, en especial para los 
trabajadores estadounidenses que 
están perdiendo sus empleos.

Ésta es la razón del creciente 
sentimiento proteccionista en 
Estados Unidos y puede ser un factor 
subyacente de la manifestación de 
desprecio por las estructuras políticas 
de China.

Con seguridad veremos más 
de estos sentimientos complejos, 
mezclados con la emoción de las 
competencias deportivas, en lo que 
resta de los Juegos Olímpicos de 
Beijing. n

Entre la envidia y el temor
Martin Khor
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Ben Powless es miembro de la 
nación mohawk, hoy repartida 
en los territorios de Estados 

Unidos y Canadá, y activista de la 
Red Ambiental Indígena. “Debemos 
observar los progresos sustanciales 
que hemos podido lograr, pero 
también el largo trecho que nos falta 
por recorrer”, afirmó.

Powless y otros activistas muestran 
satisfacción por la aprobación de 
la Declaración de Derechos de los 
Pueblos Indígenas, votada por la 
Asamblea General de la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU) en 
setiembre de 2007. Pero señalan que 
no encuentran razones para creer que 
quienes ocuparon sus tierras tengan 
la voluntad de cambiar su actitud.

En el Día Internacional de los 
Pueblos Indígenas del Mundo, que 
desde 1994 se conmemora todos los 9 
de agosto por decisión de la ONU, los 
activistas se muestran desconfiados. 
“En el pasado, los gobiernos han sido 
cómplices en genocidios, apropiación 
de tierras, masiva degradación 
ambiental y muchos otros abusos, 
negando a los pueblos indígenas sus 
derechos y libertades fundamentales”, 
agregó Powless.

Canadá y Estados Unidos fueron 
de los pocos que votaron en la ONU 
contra la declaración de derechos de 
los pueblos indígenas.

El Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial, responsable de 
verificar las violaciones a la Convención 
Internacional adoptada por la ONU en 
1968, criticó a ambos países.

El Comité reclamó al gobierno 
de Canadá que tome “las medidas 
administrativas o legislativas 
adecuadas para prevenir los actos 

de corporaciones transnacionales en 
territorios indígenas” y le pidió que 
informara sobre la actividad de esas 
compañías en otros países.

Esa decisión fue la respuesta 
a una petición de organizaciones 
indígenas, que acusaron a empresas 

privadas canadienses de explotar 
ilegalmente sus tierras en territorio 
de Estados Unidos. La queja se 
refirió particularmente a la situación 
de la tribu shoshone, cuyas tierras 
se extienden por los estados de 
California, Idaho, Nevada y Utah. 
Esa región es actualmente la tercera 
productora de oro del mundo. Muchas 
multinacionales operan allí y otras 
planifican hacerlo pronto. Varias de 
ellas, según la denuncia presentada, 
están registradas en Canadá.

Los activistas indígenas señalan 
que diversas áreas donde se realiza la 
actividad minera fueron escenario de 
ceremonias espirituales y culturales 
de sus comunidades durante miles 
de años. Asimismo, han señalado 
reiteradamente que los desechos 
tóxicos de la explotación minera 
causan un enorme daño a la salud y 

bienestar de su pueblo y al ambiente.
En 2006, también en respuesta 

a una petición de los shoshone, el 
Comité criticó al gobierno de Estados 
Unidos por violar los derechos de la 
comunidad, en contravención a las 
disposiciones de la Convención contra 
la discriminación. Los dieciocho 
expertos de ese organismo de la ONU 
señalaron que tenían “información 
confiable” acerca de que se estaba 
negando a los shoshone su tradicional 
derecho a la tierra, y manifestaron 
que el gobierno estadounidense debía 
poner fin a todas las actividades 
comerciales en áreas tribales, 
incluyendo las operaciones mineras.

Washington reconoció los 
derechos de ese pueblo nativo en 
un tratado de 1863, pero en 1979 la 
Corte Suprema de Justicia otorgó al 
gobierno la administración fiduciaria 
de las tierras, con el argumento de 
que los miembros de la tribu habían 
abandonado las formas tradicionales 
de tenencia y mencionaron el “gradual 
avance” sobre éstas personas no 
nativas para reclamar buena parte de 
ellas como territorio federal.

Los shoshone respondieron que 
el “gradual avance” era parte de 
una política gubernamental que se 
proponía robarles sus tierras y que 
eso constituía un acto de racismo.

Conscientes de que las relaciones 
entre las comunidades indígenas y 
los gobiernos permanecen tensas 
en muchas partes del mundo, 
funcionarios de la Secretaría de la 
ONU están tratando de organizar 
seminarios y encuentros para 
crear una atmósfera cordial, que 
permita el entendimiento mutuo y 
la reconciliación. Esa reconciliación, 
señalan en el foro mundial, puede 
tomar diversas formas en los distintos 
países, pero “generalmente implica 
el reconocimiento de injusticias 
pasadas y justicia para las víctimas”. 
La ONU considera que la adopción 
de la declaración sobre los derechos 
indígenas en 2007, tras más de veinte 
años de negociaciones entre los Estados 
y representantes de esos pueblos, fue 
“un acto histórico de reconciliación”.

En un mensaje con motivo del Día 
Internacional de los Pueblos Indígenas 
del Mundo, el secretario general de 
la ONU, Ban Ki-moon, dijo que esa 
declaración “ofrece la oportunidad 
para que los Estados y los pueblos 
indígenas fortalezcan sus relaciones, 
promuevan la reconciliación y 
aseguren que no se repita el pasado”.

Pero Powless cree que algunos 
países poderosos no cambiarán su 
actitud hacia las comunidades nativas 
si no existe una mayoría de ciudadanos 
informados que pida cuentas a quienes 
definen las políticas públicas. “El 
público debe entender los derechos 
y preocupaciones de los pueblos 
indígenas. Y tiene que actuar para 
protegerlos, porque siendo el grupo 
más marginalizado del mundo muestra 
cómo seremos tratados el resto de 
nosotros. También representa la forma 
más segura de proteger los ecosistemas 
que aún quedan”, afirmó. (IPS) n

El sábado 9 de agosto se conmemoró el Día Internacional de los Pueblos 

Indígenas. La comunidad internacional ahora reconoce su derecho de proteger 

sus tierras y estilos de vida, pero la mayoría de los 370 millones de indígenas del 

mundo aún sufren abuso e injusticia a manos del Estado y las empresas.

Declaración de ONU
no se cumple
Haider Rizvi

INDÍGENAS

Canadá y Estados 

Unidos fueron de los 

pocos que votaron 

en la ONU contra 

la declaración de 

derechos de los 

pueblos indígenas.

ECUADOR: FISCALÍAS INDÍGENAS. Los indígenas 

de Ecuador ya cuentan con siete fiscalías exclusivas donde la ley se 

adecua a sus costumbres.

Las Fiscalías de Asuntos Indígenas “están compuestas por un fis-

cal, un secretario y un amanuense, que tienen origen indígena, son 

bilingües y poseen experiencia en la administración de justicia. Pero 

la más importante habilidad con la que deben contar es que hablen 

castellano y un idioma de comunidades ancestrales. Esto les permiti-

rá atender a quienes sólo pueden o prefieren expresarse en su len-

gua materna”, informó el diario El Telégrafo, el 23 de julio de 2008.

En Puyo (Pastaza) está una de estas fiscalías. “La oficina, de tres 

metros cuadrados, la componen dos escritorios y dos computadores. 

[…] El espacio luce lleno en las mañanas porque los denunciantes 

llegan acompañados de miembros de la familia o de la comunidad 

que los respalda moralmente. A diario se presentan una o dos de-

nuncias. El amanuense Irar Amikar, de ropa formal y collar de pepas 

rojo y negro, recibe con una sonrisa a denunciantes y acusados, 

quienes para llegar a las dependencias tienen que salir con horas 

de anticipación, o a veces días, porque quedan lejos de sus comuni-

dades. […] Irar les habla en castellano, pero si éstos le reponden en 

shuar, él adopta el idioma, aunque transcribe en español el caso. Si 

alguien habla andoas (lengua oriental) otro de los funcionarios lo 

atiende de la misma manera”. Irar los hace sentir en confianza. Con 

la seriedad del caso, escucha quejas de caballos secuestrados, brujos 

expulsados o casamientos de menores de edad con adultos. “Son 

las formas de violación que se presentan acá”, cuenta.

En la fiscalía de Guamote (Chimborazo) se habla kichwa. Sus 

usuarios lucen ponchos y sombreros, característicos de los habitantes 

de esta provincia, que agrupa la mayor cantidad de indígenas del país 

(dieciocho por ciento). “Los comprendo porque también provengo 

de una comunidad indígena”, dice su secretario, José Valente.

El Consejo de Desarrollo de Nacionalidades y Pueblos propuso 

estas fiscalías para que se cumplan sus derechos colectivos. Su secre-

taria ejecutiva nacional, Lourdes Tibán, recuerda que los Ministerios 

Públicos no respetaban el mandato constitucional que garantiza el 

uso de la lengua materna en los procesos que involucran a indígenas 

que no hablan español. En estas fiscalías -al igual que en las comunida-

des indígenas- se da prioridad al consenso. Las partes en litigio pueden 

llegar a un arreglo, ante un fiscal. “Es una justicia en la que no hay un 

ganador y un perdedor, sino en la que todos ganan”, explica Tibán.

El ministro Fiscal de la Nación, Washington Pesántez, indicó 

que la meta es que en este año funcionen doce Fiscalías Indígenas 



agenda Global  -  montevideo uruguay  - �  

SUNS
South-North Development Monitor

SUNS es una fuente única de 

información y análisis sobre temas de 

desarrollo internacional, con especial 

énfasis en las negociaciones

Norte-Sur y Sur-Sur. El servicio en inglés 

está disponible para suscriptores en: 

http://www.sunsonline.org

l Ronda de Doha: colapso 
de negociaciones se debió a 
factor político. El colapso en julio 
de las negociaciones sobre la Ronda 
de Doha se debió a una permanente 
“división política” entre los miem-
bros de la Organización Mundial 
de Comercio (OMC). No se trató de 
una ruptura de carácter puramente 
técnico que ahora pueda ser resuelta 
a través de medios técnicos.

Esta es quizás la conclusión 
más importante de un informe 
sobre la agricultura durante la re-
unión mini-ministerial de julio del 
presidente de las negociaciones en 
esa área, el embajador de Nueva 
Zelanda Crawford Falconer, publi-
cada el 11 de agosto.

Se esperaba que la semana pa-
sada se publicara un informe so-
bre las negociaciones de productos 
industriales del embajador cana-
diense Don Stephenson, pero aún 
no ha aparecido. (13/8/2008) n

l Propiedad intelectual: 
falsificaciones provocan 
de-bate en la OMS. La com-
petencia de las organizaciones in-
ternacionales sobre la observancia 
de la propiedad intelectual se ha 
convertido en una cuestión polé-
mica en la Organización Mundial 
de la Salud (OMS), como lo ha sido 
recientemente en la Organización 
Mundial de Aduanas, la Unión 
Postal Universal y la Organización 
Mundial de Comercio.

Un proyecto de resolución sobre 
la falsificación de productos médi-
cos presentado en la 61ª Asamblea 
Mundial de la Salud en mayo de 
2008 fue objeto de intensos deba-
tes, así como un informe sobre el 
mismo tema de la Secretaría del 
organismo.

Una propuesta impulsada por 
la Secretaría de la Organización 
Mundial de Aduanas y los países 
desarrollados para adoptar nor-
mas armonizadas en aplicación 
de la propiedad intelectual, en 
el marco de la lucha contra mer-
cancías falsificadas y pirateadas, 
suscitó una grave controversia. 
Algunos países en desarrollo han 
expresado su preocupación por 
la falta de transparencia y rendi-
ción de cuentas por parte de la 
Secretaría. (12/8/2008) n

Pensión solidariaAprincipios de julio se puso en 
marcha en Chile la pensión 
solidaria, que beneficiará a 

600.000 adultos mayores de sesenta y 
cinco años de edad. La pensión será 
de ciento catorce dólares mensuales y 
beneficiará a una parte de la población 
mayor que no pudo ahorrar para la 
vejez.

Dijo la presidenta Michelle Bachelet: 
“Éste es un paso gigantesco para 
terminar con la pobreza y la indigencia 
en la tercera edad, así como para 
avanzar hacia niveles de mayor equidad 
y justicia social”.

Si el presidente Alan García hubiera 
anunciado algo parecido el 28 de julio 
(fecha de la independencia de Perú), 
una buena cantidad de peruanos 
pensaría que “éste no es un gobierno 
que favorece a los ricos” y que todos 
estamos en el mismo bote: todos nos 
beneficiamos del crecimiento económico 
y de las grandes ganancias que obtienen 
las empresas. 

Esta política no sólo se aplica 
en Chile. Según el analista John 
Scott, los programas de pensiones 
no contributivas se aplican en Brasil 
(destina el 1,3 por ciento del PBI, sobre 
todo para ancianos en los sectores 
rurales), Bolivia (0,9 por ciento del PBI 
para un programa universal), Uruguay 
(0,62 por ciento del PBI) y Costa Rica 
(el 0,3 por ciento del PBI).

La pensión mínima universal 
no excluye a los sistemas de 
capitalización individual. En 
Argentina existe el Sistema Integrado 
de Jubilaciones y Pensiones, 
compuesto por dos regímenes: el 
Régimen Público de Reparto y el 
de Capitalización Individual. En 
el primero se otorga la prestación 
básica universal a todos los argentinos 
mayores de sesenta y cinco años y a 
las argentinas mayores de sesenta.

En Chile, uno de los principales 
obstáculos que enfrentó el gobierno de 
Bachelet fueron las AFP. Su argumento: 

“Si se otorga una pensión universal, 
entonces hay menores incentivos 
para seguir aportando al régimen 
de capitalización individual”. Así, las 
AFP demostraron que no les interesa 
el bienestar de los mayores, sino 
simplemente garantizar que van a 
seguir percibiendo las comisiones que 
cobran a los aportantes. 

La cuestión de fondo es que las 
reformas a los sistemas pensionarios 
efectuadas con el modelo chileno, 
si bien han logrado aumentar 
enormemente los fondos que 
administran las AFP, no han logrado 
ampliar la cobertura, que se mantiene 
en los niveles de antes de la reforma.

Así, por ejemplo, según el Banco 
Mundial (“Cumpliendo con la 
promesa de seguridad en el ingreso 
de los mayores de edad en América 
Latina, 2005”, www.worldbank.org), 
en Perú sólo el once por ciento de 
la población económicamente activa 
tiene acceso a una pensión, uno de los 
más bajos de América Latina. En ese 
estudio, el Banco Mundial recomienda 
un sistema de varios pilares (entre los 
que está la pensión mínima para la 
tercera edad y, también, el régimen de 
capitalización individual).

En Perú, existen varios estudios 
sobre la pensión mínima, entre ellos 
algunos documentos no publicados del 
Ministerio de Economía y Finanzas, 
informes de la Defensoría del Pueblo 
y sectores académicos. Casi todos 
coinciden en afirmar que sí es posible la 
pensión solidaria para la tercera edad, 
como dice el Banco Mundial. 

Según el último censo, en Perú 
hay 1.764.000 personas mayores 

de sesenta y cinco años (urbanos y 
rurales, ricos y pobres), de los cuales 
sólo 628.000 están en la ley 19.990 y 
la 20.530, a los que se suman 76.000 
pensionistas de las AFP. Esto hace que 
1.058.000 peruanos (el sesenta por 
ciento de los mayores de sesenta y 
cinco años) no tengan pensión alguna. 

Entonces, ¿por qué no discutimos 
sobre una reforma integral del 
sistema de pensiones y sus formas de 
financiamiento y acerca de una pensión 
para los ancianos pobres, comenzando 
por los rurales? 

¿Cuál sería el monto de la pensión? 
Habría que hacer números pero 
podría ser, por ejemplo, medio sueldo 
mínimo. El economista Pedro Francke 
(experto en pobreza y políticas sociales) 
afirma que una pensión de doscientos 
soles mensuales para todos los 
ancianos pobres costaría ciento veinte 
millones de soles mensuales, apenas el 
0,5 por ciento del PBI, que en el 2007 
fue de 342.000.000 millones (2,9 soles 
por dólar). 

También puede contemplarse 
contribuciones extraordinarias de las 
empresas, con el objetivo de un Perú 
solidario y digno, que se ocupa de sus 
mayores. 

Nada de eso, sin embargo, se 
escucha en los mensajes del 28 de 
julio, que hablan de un Perú que 
crece, crece y crece, pero en el que la 
riqueza se concentra más, porque no se 
redistribuye. n

l El Banco Mundial critica su propia 
política de sustentabilidad. El Grupo de Eva-
luación Independiente (IEG) del Banco Mundial dio a 
conocer su más reciente evaluación que analiza la efica-
cia del Grupo del Banco Mundial para abordar la sus-
tentabilidad ambiental de sus programas en los países 
en desarrollo. La revisión examinó algunos de los casi 
7.000 proyectos de 1990 a 2007, con una inversión de 
400.000 millones de dólares.

“Tienen que empezar a ver el vínculo indisoluble que 
existe entre la apuesta a sostener el medio ambiente y la 
reducción de la pobreza”, afirmó el director general del 
grupo de evaluación, Vinod Thomas. “Está claro ahora 
desde la Amazonia a la India que si la sustentabilidad 
del medio ambiente no se plantea como una prioridad 
entonces la apuesta no es válida”.

El Grupo del Banco Mundial aprobó su primer 
conjunto de normas ambientales en 2001 y, por pri-

mera vez, las directivas en esta materia parten de su 
misión básica de reducir la pobreza. Sin embargo, en 
la nueva evaluación se observó una persistente falta 
de atención al ambiente en cada paso de la cadena de 
préstamos.

Las organizaciones ambientalistas están en gran 
medida de acuerdo con las conclusiones del informe 
del IEG. “Incluso ahora, el Banco Mundial no tiene una 
adecuada estructura de rendición de cuentas en vigor 
para garantizar que sus bienintencionadas políticas 
ambientales y sociales sean efectivamente aplicadas 
sobre el terreno”, dijo la economista Korinna Horta, 
de Environmental Defense Fund. (International 
Herald Tribune) n

Monitor de Instituciones Financieras Internacionales en

América Latina: http://ifis.choike.org/esp
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Este artículo se publicó en el diario La 

República de Lima, el 1 de agosto de 2008.
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Bolivia dividida
preocupa a todos

El referéndum revocatorio 
del domingo 10 de agosto 
en Bolivia confirmó los 

pronósticos: hubo un marcado 
contraste entre el oriente y el 
occidente del país. “Los resultados 
no resuelven el empate catastrófico”, 
resumió el lunes en portada el 
diario La Prensa de La Paz, aunque 
“empate” en este caso no signifique 
igual número de votos.

El presidente Evo Morales fue 
ratificado con el respaldo de casi dos 
tercios del electorado, superando 
ampliamente la votación obtenida en 
las elecciones de diciembre de 2005. 
Pero también lo fueron los prefectos 
(gobernadores) de los departamentos 
de la “media luna” (Santa Cruz, 
Beni, Tarija y Pando), los más ricos 
del país, donde está parapetada la 
oposición y en los que el año pasado 
se aprobaron estatutos autonómicos.

“Nos importa poco quién tiene 
más apoyo”, declaró a Radio Fides 
el presidente del Comité Cívico 
del Beni, Alberto Melgar, al ser 
consultado sobre la aplastante victoria 
del presidente a nivel nacional.

Lo había anticipado el sociólogo 
argentino Martín Sivak, cuando 
días antes presentó en Montevideo 
su libro Jefazo. Retrato íntimo de Evo 
Morales: el referéndum fortalecerá 
al presidente pero no solucionará 

el problema con los departamentos 
autonómicos.

Y lo confirmaba el mismo 
domingo el ratificado prefecto de 
Santa Cruz, Rubén Costas.

“Nuestro voto ha decretado la 
muerte, de una vez y para siempre, 
del sistema político del siglo 
pasado, para dar paso a uno nuevo, 
construido desde las regiones”, 

declaró Costas ante sus partidarios. Y 
remató: “Nace una nueva era política 
que dará vida a la Bolivia autonómica 
y democrática”.

La fractura de la sociedad 
boliviana causó alarma en todas 
partes. Los llamados al diálogo se 
sucedieron desde Washington hasta 
Bruselas, pasando por gobiernos 
de países vecinos y organismos 
regionales e internacionales.

“Estados Unidos insta al diálogo 
democrático en Bolivia”, señaló 
el portavoz del Departamento de 
Estado, Robert Wood. “Urgimos a 
todas las partes a que aprovechen 
esta oportunidad para empezar 
un diálogo franco y resolver sus 
diferencias”. En términos similares 
se pronunció la Unión Europea. En 
un comunicado emitido el martes 
en Bruselas, la presidencia de turno 
a cargo de Francia “invita a todos 
los actores políticos bolivianos a 
aprovechar esta oportunidad para 
relanzar sin demora el diálogo 

nacional, en un clima de apertura, 
a fin de dar respuesta a los grandes 
retos que conoce Bolivia en el 
marco del Estado de derecho, de 
las instituciones y de su unidad 
territorial”.

Con resultados preliminares a 
la vista, Morales anunció el lunes 
en rueda de prensa que llamaría 
a un diálogo nacional en cuanto 
estuvieran los datos oficiales de la 
Corte Nacional Electoral. Y pareció 
tender la mano a los prefectos 
opositores. “La participación del voto 
del pueblo boliviano es para unir 
a los distintos sectores del ámbito 
nacional, del oriente y del occidente, 
y esta unidad se dará buscando 
la nueva Constitución Política del 
Estado boliviano con los estatutos 
autonómicos”, afirmó.

Al día siguiente redobló la apuesta 
al convocar a los prefectos al Palacio 
Quemado (sede presidencial) el 
miércoles en la mañana. Pero los 
prefectos opositores –reunidos 
en Santa Cruz de la Sierra para 
definir estrategias para lograr la 
devolución del Impuesto Directo a los 
Hidrocarburos, destinado ahora por 
el gobierno al pago de una pensión 
vitalicia a los mayores de sesenta 
años– no se presentaron. Adujeron 
que la invitación del ministro de la 
Presidencia, Juan Ramón Quintana, 
llegó de manera apresurada.

“Será importante establecer 
un diálogo con el gobierno para 
que haga conocer su posición 
respecto al Impuesto Directo a los 
Hidrocarburos, las autonomías 
departamentales, los estatutos 
autonómicos y otros temas”, declaró 
el prefecto de Tarija, Mario Cossío, el 
único que comentó explícitamente la 
convocatoria presidencial.

“Haremos todos los intentos para 
dialogar y definir varios temas de 
interés nacional”, reiteró por su parte 
el mandatario boliviano, quien aceptó 
la tarea facilitadora del diálogo con 
los prefectos opositores, que estaría 
a cargo del grupo de países amigos 
(Argentina, Brasil y Colombia), la 
Organización de Estados Americanos 
(OEA) y la Iglesia católica. n

“Nace una nueva era 

política que dará 

vida a la Bolivia 

autonómica y 

democrática”, dijo

el Prefecto de Santa 

Cruz, Rubén Costas.

EL CASO BOLIVIANO: ¿UN EMPATE? “Hoy, 
después de ratificado Evo Morales, [las derechas de la ‘me-
dia luna’] pretenden que ha habido un ‘empate’, porque los 
prefectos de los cuatro departamentos más levantiscos tam-
bién se mantienen en sus puestos”, comentó este miércoles 
el analista peruano Raúl Wiener, en su columna del diario 
La Primera de Lima. “Hay quienes leen el resultado como un 
mandato de los bolivianos por el ‘diálogo’. O sea que casi 
dos tercios responden sí a la pregunta de si desean que siga 
adelante y se profundice el proceso de transformaciones, y 
se pretende que lo que eso quiere decir es que hay que ha-
cerle más concesiones a los que se están armando y buscan-
do militares golpistas para echar al presidente”.

El diálogo, sobre bases reales, de respeto a la volun-
tad popular, siempre será mejor que la violencia, según 
Wiener. “Pero si la democracia en América Latina significa 

algo, lo que se tiene que admitir es que [Evo Morales] es 
el presidente que los bolivianos han escogido por abruma-
dora mayoría”.

“Obviamente que hay ahora una oportunidad, que fue 
diseñada por el presidente Morales en su discurso de victo-
ria: ratificar la nueva Constitución socialista y buscar incor-
porarle elementos de los estatutos autonomistas. Ésa sería 
la base de un diálogo real. Lo demás es atizar la guerra civil. 
Y de paso brindar una lección a América Latina de que la 
democracia que se pregona tiene límites decisivos. Si el pue-
blo vota por afectar los grandes intereses oligárquicos (pro-
piedad de la tierra) y por nacionalizar los recursos naturales 
(multinacionales), entonces su voto no vale, las autoridades 
que intentan cumplir el mandato con el que están compro-
metidas pueden ser desconocidas, y la reacción se puede 
sentir en la libertad de tomar las armas”. n


